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Un hito que marcará negativamente la historia de la ingeniería espa-
ñola ha sido la publicación, el pasado mes de agosto, del Real
Decreto135 1000/2010 sobre visados obligatorios. En este real
decreto se han visto cumplidos los malos augurios que las ges-
tiones a alto nivel político presagiaban. Hace algunos meses,
después de las gestiones llevadas a cabo por los representantes
de todas las ramas de la ingeniería, éramos verdaderamente
pesimistas, y así lo hacíamos explícito con fuertes críticas al Gobierno
por su irresponsabilidad manifiesta en este proceso. El Ministerio
de Industria, nuestro ministerio de adscripción y “tutela”, siguiendo
su línea habitual de desconsideración a los profesionales de la inge-
niería, ha colaborado eficazmente en la elaboración del RD y sus
responsables y altos funcionarios se han frotado las manos con su
contenido. Rápidamente, se impusieron la tarea de eliminar cual-
quier referencia al visado en los Reglamentos de Seguridad –¡qué
gran incongruencia!– y se apresuraron a proclamar a los cuatro
vientos que el visado es una tara social y económica que no aporta
seguridad alguna. Sin duda, su concepto de seguridad casa mejor
con la delegación de funciones a los denominados organismos de
control que, esos sí, suponen una lacra insoportable en tiempo,
coste e ineficacia. Nada nuevo, sin
embargo, que no esperáramos de
nuestro ministerio. 

Se ha repetido muchas veces
pero, ahora que el proyecto de real
decreto se ha convertido en real de-
creto, hay que reafirmarlo: la supre-
sión del visado obligatorio planteado
en la mayoría de proyectos de inge-
niería conllevará una considerable
merma en la seguridad de las obras
e instalaciones, puesto que no se
podrá garantizar al usuario de los
servicios de ingeniería que el profe-
sional contratado es competente
para el trabajo que se le encarga.
Ese control, a priori, es necesario
para asegurar, no ya la calidad del
proyecto, sino la idoneidad del pro-
fesional que lo redacta. Actualmente,
no existe control preventivo sustitutivo del visado ni el real decreto
prevé procedimiento alguno para su sustitución, por lo que el
usuario de las instalaciones u obras de ingeniería queda en la más
absoluta indefensión.  En efecto, la capacidad de solicitar visado
voluntario está reservada al cliente de los servicios de ingeniería,
que en la práctica totalidad no es el usuario final de las instala-
ciones u obras, sino el promotor de las mismas. Además, al no
existir control previo de la idoneidad del profesional, es previsi-
ble que se generalice el intrusismo que, hasta ahora, es prácti-
camente inexistente.

El Gobierno oculta que, en términos económicos, el coste
que supondrá  la supresión del visado obligatorio será mucho

mayor que el pretendido ahorro de 815 millones de euros anua-
les que pregona. Las inspecciones iniciales de obras e instala-
ciones suponen ya de por sí un coste anual superior a 2.400 mi-
llones de euros al año. Y ahí, en la supresión de esas
innecesarias inspecciones iniciales, se tendría que haber el
ahorro económico y la eliminación de trabas administrativas,
pues es suficiente la garantía del certificado de un profesional
que avala el cumplimiento reglamentario y que hace que no sea
preciso añadir inspección alguna. Por tanto, se pone en serio
riesgo la seguridad de los consumidores –que, no olvidemos, no
pueden solicitar el visado por no ser clientes directos de los ser-

vicios de ingeniería– con unos crite-
rios puramente economicistas que,
además no son reales, pues los da-
tos y las proyecciones de ahorro
económico son equivocados y no
tienen en cuenta factores como los
indicados anteriormente.

Los mecanismos de control que
el Gobierno considera sustitutivos
del visado no tienen viabilidad al-
guna si no se realizan mediante un
control colegial previo. Los seguros
de responsabilidad civil, la habilita-
ción técnica y profesional del inge-
niero y la exigencia de que determi-
nados trabajos sean firmados por
técnicos competentes no podrán ve-
rificarse sin la intervención de los
colegios profesionales. Y, en cual-
quier caso, la posible intervención de

empresas de certificación y control en la verificación de estos
extremos, amén de su falta de imparcialidad por ser entidades
con ánimo de lucro contratadas por los propios clientes, enca-
recería notablemente el proceso.

Por todo ello, no cabe sino valorar muy negativamente la ac-
tuación del Gobierno, que además de tratar de manera irreflexiva
el hecho del visado colegial y, con ello, poner en riesgo evidente
la seguridad de los usuarios y consumidores, ha sido insensible
a los planteamientos de las organizaciones colegiales que han
buscado y buscan en todo momento el bien de la sociedad y la
seguridad de la misma en los aspectos que les conciernen.

Vicente Martínez García Presidente del Cogiti

Una decisión equivocada
“EL GOBIERNO OCULTA QUE, EN 

TÉRMINOS ECONÓMICOS, EL COSTE 

QUE SUPONDRÁ  LA SUPRESIÓN DEL VISADO 

OBLIGATORIO SERÁ MUCHO MAYOR QUE 

EL PRETENDIDO AHORRO DE 815 MILLONES

DE EUROS ANUALES QUE PREGONA”
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